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OPINIÓN N.° 032-2006/GTN

Entidad:


Ministerio de Agricultura
Asunto:
Fiscalización posterior de los documentos presentados durante un proceso de selección. Nulidad del proceso de selección
Referencia:


Oficio N.º 894-2006-AG-OGA
1. ANTECEDENTES

Mediante documento de la referencia, el Director General de la Oficina General de Administración del Ministerio de Agricultura consulta si procede declarar la nulidad del otorgamiento de la Buena Pro de un proceso de selección, en el cual uno de los postores presentó, como parte de su propuesta técnica, documentos con un contenido que difiere de la realidad, transgrediendo los principios de honradez, veracidad, intangibilidad, justicia y probidad señalados en el artículo 3º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en lo sucesivo la Ley.

2. CONSULTA

La Entidad consulta literalmente lo siguiente:

“1. 
Que, al haberse transgredido un principio básico de la norma de contrataciones y adquisiciones consagrado en la Ley, al haber presentado una declaración falsa dentro del proceso (…) ello acarrea la nulidad del otorgamiento de la buena pro, conforme a lo previsto en el artículo 57º del TUO de la Ley (…) con lo que resultarían adjudicados los ítems en que fue favorecido (el postor ganador de la Buena Pro), al segundo lugar en orden de prelación (…).

2. 
(…) Resulta innecesaria la emisión de una resolución declarando la nulidad de la admisión de la propuesta presentada, basándose para ello, en que no se han dictado actos administrativos expedidos por órgano incompetente, ni que contravengan las normas legales, o que contengan un imposible jurídico, o prescindan de las normas esenciales del procedimiento o de la forma prescrita por la normatividad aplicable. Agregando a lo expuesto que no se observa un incumplimiento de las disposiciones que regulan el desarrollo de las etapas del referido proceso de selección que justifiquen una nulidad, consecuentemente bastaría únicamente con que se deje de suscribir contrato con la empresa infractora (…) (respecto de los ítems en los cuales fue favorecida con la Buena Pro) y se suscriba contrato por el resto de ítems.”

3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el artículo N.º 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1. El numeral 1.16 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N.° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en adelante LPAG, reconoce expresamente la vigencia del principio de privilegio de los controles posteriores
, según el cual, las Entidades del Sector Público
 deben privilegiar las técnicas de control posterior, en lugar de las técnicas de control preventivo, en los procedimientos que se desarrollan bajo su competencia. En tal sentido, la Administración Pública tiene el deber de comprobar la veracidad de los documentos presentados por los administrados en los procedimientos y sancionar su falta. 
En ese mismo sentido, según lo prescrito en el artículo 32° de la LPAG, se entiende que el desarrollo de un procedimiento de evaluación previa, implica que la Entidad ante la cual se ha desarrollado dicho procedimiento, queda obligada a verificar la autenticidad de las declaraciones, documentación e información presentada ante la misma, por parte de los administrados.
Consecuentemente, en el marco de los procedimientos regulados por la Ley y su Reglamento
, en lo sucesivo el Reglamento, el área o dependencia de la Entidad que cuente con las facultades correspondientes, según el nivel y la competencia respectiva, deberá comprobar, posteriormente, la veracidad y autenticidad de la documentación presentada.
3.2. En otro orden de consideraciones, la LPAG recoge también entre sus principios y como norma positiva en su artículo 42º, la presunción de veracidad de las declaraciones juradas presentadas por los particulares durante un procedimiento administrativo.

Al respecto, cabe precisar que la presunción de veracidad, ya sea como principio o como norma, no tiene un carácter absoluto, pues la sola existencia de una prueba en contra de lo afirmado en las declaraciones juradas, limita la operatividad plena de dicho instrumento, obligando a las autoridades administrativas a abandonar la referida presunción.

Adicionalmente a lo expuesto, la presunción de veracidad debe ser entendida conjuntamente con otros principios, normas y criterios tales como el principio de verdad material (numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar de la LPAG), los criterios que rigen la tramitación de un procedimiento administrativo de evaluación previa (artículo 34° LPAG) y la obligación de ejercicio de las competencias asignadas (artículo 65° LPAG).

3.3. Ahora bien, la normativa sobre contrataciones y adquisiciones públicas ha previsto la presentación de declaraciones juradas y de determinados documentos, como parte del contenido de las propuestas técnicas que los proveedores interesados formulan en el curso de una adquisición o contratación; dentro de estos, resulta imprescindible la declaración a la que se refiere el artículo 76º del Reglamento, según la cual el postor declara que es responsable de la veracidad de los documentos e información que presenta para efectos del proceso.

Por otro lado, según el artículo 33° del Reglamento, el Comité Especial es el órgano colegiado competente para organizar y conducir los procesos de selección, desde la preparación de las Bases, absolución de consultas, evaluación de observaciones, recepción de ofertas, calificación y evaluación de propuestas y, en general, todo acto necesario o conveniente, hasta que la Buena Pro quede consentida o administrativamente firme.


Conforme se indica, las facultades y obligaciones del Comité Especial se encuentran relacionadas directamente con el desarrollo del proceso de selección. Así, dentro de sus funciones no se encuentra incluida la de fiscalización posterior de la documentación presentada por los postores, por cuanto aquélla resulta procedente una vez concluido dicho proceso, en tanto es la forma de privilegiar los controles posteriores, conforme al procedimiento establecido en las normas de organización interna de cada Entidad.

Sin embargo, el Comité Especial, en tanto está facultado para realizar cualquier acto conveniente para el desarrollo del proceso de selección y considerando que es el órgano director del mismo, podrá ejecutar las acciones tendentes a comprobar la veracidad de los documentos presentados en las propuestas por parte de los postores, siempre y cuando exista algún indicio razonable y suficiente que enerve la presunción de veracidad con la que aquéllos cuentan.
3.4 En consecuencia, si durante la etapa de evaluación de propuestas y hasta antes del otorgamiento de la Buena Pro, el Comité Especial advierte fehacientemente la falsedad o inexactitud del contenido de alguna de las declaraciones juradas u otros documentos, en general, deberá descalificar la respectiva propuesta en atención a que, por mandato del artículo 76º  del Reglamento, todo postor debe declarar mediante declaración jurada que es responsable de la veracidad de los documentos presentados.  En ese sentido, la comprobación de la falsedad de la declaración supone haber incumplido con una exigencia mínima del proceso y, por ende, la descalificación de la propuesta. 
Luego de otorgada la Buena Pro y hasta antes de la suscripción del contrato, si se constata la falsedad o inexactitud del contenido de alguno de los documentos presentados en el curso de un proceso de selección, se debe cumplir con poner en conocimiento del Titular de la Entidad dicha circunstancia, pues corresponderá a éste último declarar la nulidad del otorgamiento de la Buena Pro según lo prescrito en el artículo 57º de la Ley. En relación con lo expuesto debe tenerse presente que según el artículo 32.3 de la LPAG, en caso de comprobarse fraude o falsedad en la declaración, información o en la documentación presentada, se deberá declarar la nulidad del acto sustentado en dicha declaración, información o documento.
En cualquiera de los supuestos referidos, deberá poner en conocimiento del órgano competente de la Entidad dicha circunstancia, a efectos de que aquél lleve a cabo las acciones civiles o penales a que hubiera lugar, así como comunicar al Tribunal del CONSUCODE para la imposición de sanción que el hecho amerite.
4. CONCLUSIONES

Por lo expuesto, se concluye que:

4.1 Si durante la evaluación de propuestas el Comité Especial advierte la falsedad de los documentos presentados como parte de las propuestas de los postores, dicho órgano debe descalificar la propuesta.

4.2 Una vez otorgada la buena pro y hasta antes de la suscripción de contrato, la nulidad de dicho otorgamiento por haber quedado demostrada la falsedad de los documentos presentados como parte de las propuestas de los postores debe ser declarada a través de una resolución del Titular de la Entidad, en atención a lo establecido en el artículo 57º de la Ley y el artículo 32.3 de la LPAG. 

Jesús María, 18 de abril de 2006
CAC/.
� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM.


� Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





� “Artículo IV. – Principios del procedimiento administrativo (…)





1.16. Principio de privilegio de controles posteriores. – La tramitación de los procedimientos administrativos se sustentará en la aplicación de la fiscalización posterior; reservándose la autoridad administrativa, el derecho de comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la información presentada no sea veraz.”





� Aquellas señaladas en el artículo 2° de la Ley.





� Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





